
PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES 

 

Los principios son normas que ordenan que se realice algo en la mayor medida posible, en 

relación con las posibilidades jurídicas y fácticas. “Los principios son, por consiguiente, 

mandatos de optimización que se caracterizan porque pueden ser cumplidos en diversos 

grados y porque la medida ordenada de su cumplimiento no sólo depende de las 

posibilidades fácticas, sino también de las posibilidades jurídicas. El campo de las 

posibilidades jurídicas está determinado a través de principios y reglas que juegan en 

sentido contrario”1 (Roberto Alexy, Derecho y razón práctica, Fontamara, México D: F:, 

primera edición 1993. Cuarta reimpresión 2010, p.p.13-14) 

 

Principios Constitucionales: La Constitución de la República del Ecuador en el artículo 75, 

garantiza el derecho de toda persona al acceso gratuito a la justicia y a la tutela judicial 

efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 

inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión; esto es, por mandato 

constitucional las juezas y jueces debemos garantizar el cumplimiento de las normas y los 

derechos de las partes, principio consagrado en el Art. 76, numeral 1, de la Carta Suprema. 

En igual forma de conformidad con lo dispuesto en el numeral 7, literal l) ibídem es deber 

ineludible de los operadores de justicia, y en general de los poderes públicos consignar en 

sus fallos o resoluciones la debida motivación y argumentación en la que se fundamenten, 

“…No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos 

en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. 

En el sub examine las disposiciones constitucionales invocadas son aplicadas por este 

Tribunal  como “guías de optimización” que operan en la argumentación jurídica cuya 

parte más explícita constituye la fundamentación que está conformada por premisas e 

inferencias tanto de hecho como de derecho, por las pruebas merituadas, por los datos 

acumulados y todo componente procesal que sirva como antecedente del razonamiento 

                                                             
1  Roberto Alexy, Derecho y razón práctica, Fontamara, México D: F:, primera edición 1993. Cuarta 

reimpresión 2010, p.p.13-14 

 



que nos conducirá a la parte final de la argumentación jurídica coherente, esto es a una 

conclusión no equivocada ni contradictoria. 

El Código Orgánico de la Función Judicial, establece principios, los mismos que son 

analizados a continuación:  

PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL.- Las juezas y jueces, las autoridades 

administrativas y servidoras y servidores de la Función Judicial aplicarán las disposiciones 

constitucionales, sin necesidad que se encuentren desarrolladas en otras normas de menor 

jerarquía. En las decisiones no se podrá restringir, menoscabar o inobservar su contenido. 

En consecuencia, cualquier jueza o juez, de oficio o a petición de parte, sólo si tiene duda 

razonable y motivada de que una norma jurídica es contraria a la Constitución o a los 

instrumentos internacionales de derechos humanos que establezcan derechos más 

favorables que los reconocidos en la Constitución, suspenderá la tramitación de la causa y 

remitirá en consulta el expediente a la Corte Constitucional, la que en un plazo no mayor 

a cuarenta y cinco días resolverá sobre la constitucionalidad de la norma. Si transcurrido 

el plazo previsto la Corte no se pronuncia, el proceso seguirá sustanciándose. Si la Corte 

resolviere luego de dicho plazo, la resolución no tendrá efecto retroactivo, pero quedará a 

salvo la acción extraordinaria de protección por parte de quien hubiere sido perjudicado 

por recibir un fallo o resolución contraria a la resolución de la Corte Constitucional. No se 

suspenderá la tramitación de la causa, si la norma jurídica impugnada por la jueza o juez 

es resuelta en sentencia. El tiempo de suspensión de la causa no se computará para efectos 

de la prescripción de la acción o del proceso. <<La Constitución en el título IX, Supremacía 

de la Constitución, Capítulo I, Principios, Art. 424, determina lo siguiente: “La Constitución 

es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las 

normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las disposiciones 

constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica. La Constitución y los 

Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por el Estado que reconozcan 

derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier 

otra norma jurídica o acto del poder público” La ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 

y Control Constitucional, en su Art. 2, se limita a señalar que: “Carecen de valor las normas 

de menor jerarquía que se opongan a los preceptos constitucionales. Sin embargo, los 

derechos y garantías señalados en la Constitución no excluyen el que mediante ley, 



tratados o convenios internacionales y las resoluciones del Tribunal Constitucional, se 

perfeccionen los reconocidos o incluyan cuantos fueren necesarios para el pleno 

desenvolvimiento moral y material que deriva de la naturaleza de la persona Gregorio 

BADENI, dice que: “La supremacía de la Constitución es una técnica sumamente eficaz 

para limitar el poder por parte de los garantes. Las normas que ellos dicten como 

consecuencia del ejercicio del poder, solo serán válidas y jurídicamente obligatorias cuando 

no se oponga a la supremacía material y formal resultante de la Constitución”  

PRINCIPIO DE APLICABILIDAD DIRECTA E INMEDIATA DE LA NORMA 

CONSTITUCIONAL.- Las juezas y jueces, las autoridades administrativas y las servidoras y 

servidores de la Función Judicial, aplicarán directamente las normas constitucionales y las 

previstas en los instrumentos internacionales de derechos humanos cuando estas últimas 

sean más favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las partes no las 

invoquen expresamente. Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos 

internacionales de derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No 

podrá alegarse falta de ley o desconocimiento de las normas para justificar la vulneración 

de los derechos y garantías establecidos en la Constitución, para desechar la acción 

interpuesta en su defensa, o para negar el reconocimiento de tales derechos. El Derecho 

comunitario se integra en los ordenamientos jurídicos de los países miembros, de manera 

que no necesitan de fórmula especial alguna para que sea insertado y pase a formar parte 

de los distintos ordenamientos jurídicos internos. No se puede tratar de evitar la normativa 

comunitaria basándose en un eventual incumplimiento del procedimiento de recepción 

del Estado en cuestión. En el caso de las decisiones y directivas, que sencillamente marcan 

unos objetivos de obligado cumplimiento dejando su ejecución en manos de cada Estado 

miembro, no es que se produzca una recepción propiamente dicha, sino que sencillamente 

la forma de ejecutar los objetivos es determinada en función del libre arbitrio de cada 

Estado.  

 

INTERPRETACION INTEGRAL DE LA NORMA CONSTITUCIONAL.- Las juezas y jueces 

aplicarán la norma constitucional por el tenor que más se ajuste a la Constitución en su 

integralidad. En caso de duda, se interpretarán en el sentido que más favorezca a la plena 

vigencia de los derechos garantizados por la norma, de acuerdo con los principios generales 

de la interpretación constitucional. <<Se trata de la labor interpretativa que tiene por 



finalidad encontrar un sentido a las normas contenidas en la Constitución. Para tal efecto 

se han diseñado en el derecho constitucional determinados principios que orientan la labor 

del intérprete de las normas constitucionales. Entre estos tenemos: PRINCIPIO DE LA 

UNIDAD DE LA CONSTITUCIÓN: El intérprete de la Constitución debe comprender que 

ésta contiene un conjunto de normas que han de ser correlacionadas o coordinadas entre 

sí. En otras palabras, la Constitución debe entenderse de modo integral y no como formado 

por compartimientos estancados. Por los tanto, el análisis de cada disposición constitucional 

debe efectuarse tomando en consideración las demás normas contenidas en la 

Constitución. De la forma en que sea interpretada una norma constitucional se puede 

originar la variación en otras del sentido de las instituciones por ellas reconocidas. 

PRINCIPIO DE LA CONCORDANCIA PRÁCTICA La unidad antes mencionada remite a la 

necesidad de coherencia, o en otros términos, a la falta de contradicciones entre las 

distintas normas que integran el sistema constitucional, a lo cual se denomina concordancia 

práctica. Desde esta perspectiva, los bienes jurídicos constitucionalmente protegidos deben 

ser compatibilizados en la solución de los problemas interpretativos, de manera que cada 

uno conserve su identidad. PRINCIPIO DE LA EFICACIA INTEGRADORA Si la norma 

constitucional promueve la formación y mantenimiento de una determinada unidad 

política, su interpretación debe dirigirse a potenciar las soluciones que refuercen dicha 

unidad. Como se aprecia, este principio se enmarca dentro de la concepción de la 

Constitución como una norma política. PRINCIPIO DE LA CORRECIÓN FUNCIONAL La 

interpretación que se efectúe no debe interferir en el ámbito de las funciones asignadas 

por la Constitución a diferentes órganos del Estado. En este sentido, el intérprete se ve 

obligado a respetar el marco de distribución de funciones estatales consagradas por la 

Constitución. PRINCIPIO DE LA EFICACIA O EFECTIVIDAD El intérprete debe encauzar su 

actividad hacia aquellas opciones interpretativas que optimicen y maximicen la eficacia 

de las normas constitucionales, sin distorsionar su contenido y actualizándolas ante los 

cambios de la realidad.  

 

PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, JURISDICCION Y COMPETENCIA.- La jurisdicción y la 

competencia nacen de la Constitución y la ley. Solo podrán ejercer la potestad 

jurisdiccional las juezas y jueces nombrados de conformidad con sus preceptos, con la 

intervención directa de fiscales y defensores públicos en el ámbito de sus funciones. Las 

autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán las 



funciones jurisdiccionales que les están reconocidas por la Constitución y la ley. Las juezas 

y jueces de paz resolverán en equidad y tendrán competencia exclusiva y obligatoria para 

conocer aquellos conflictos individuales, comunitarios, vecinales y contravencionales, que 

sean sometidos a su jurisdicción, de conformidad con la ley. Los árbitros ejercerán funciones 

jurisdiccionales, de conformidad con la Constitución y la ley. No ejercerán la potestad 

jurisdiccional las juezas, jueces o tribunales de excepción ni las comisiones especiales creadas 

para el efecto. GREGORIO BADENI, señala que: “La legalidad, junto con la razonabilidad 

y la igualdad, es una de las condiciones fundamentales a las cuales está sujeta la validez 

de todas las limitaciones que se establecen a las libertades constitucionales. El principio de 

legalidad constituye el rasgo distintivo por excelencia del estado de derecho. Significa que 

en el seno de una organización política global impera solamente la voluntad de la ley, y 

no la voluntad de los gobernantes. El concepto de legalidad no alude a una ley en sentido 

formal, sino a cualquier norma jurídica, ley, decreto, resolución, ordenanza, que por su 

forma y contenido tenga validez para el ordenamiento jurídico”. Puede colegirse así que 

es una característica del Estado de derecho, donde la constitución es la norma suprema en 

torno a la cual se desarrollan una serie de preceptos jurídicos que constituyen la base de la 

organización pública. El ordenamiento legal establece parámetros que rigen las 

actuaciones de los particulares, las relaciones de estos con el estado y las atribuciones del 

poder público. El principio de legalidad se sustenta en el respeto a las normas jurídicas y la 

administración efectiva de las mismas por parte de quienes ejercen autoridad. 

JURISDICCION: La Jurisdicción es la Potestad que tiene el Estado en su conjunto para 

solucionar conflictos particulares a través de la imposición de la Ley y el Derecho. Esa 

potestad es encargada a un órgano estatal, el Judicial. La jurisdicción es la potestad que 

tiene el Estado de administrar justicia por medio de los órganos del Poder Judicial de 

acuerdo con la Constitución y las leyes. La noción de jurisdicción como potestad es 

insuficiente. La jurisdicción es un poder-deber atribuido por ley al juez. Éste tiene el deber 

administrativo de hacerlo. Un juez no puede negarse a resolver un proceso puesto a su 

conocimiento. Por eso es un deber. Por eso se dice que la jurisdicción es una función, porque 

es un poder-deber. COMPETENCIA: Miguel FENECH, dice: “la competencia es el derecho 

y la facultad de un tribunal para conocer ciertos asuntos concretos frente a los demás 

tribunales de mismo orden jurisdiccional” La competencia no puede ser un derecho y 

menos una facultad, porque la competencia surge del poder jurisdiccional el cual es el que 

posibilita el actuar de los órganos jurisdiccionales otorgándoles una especial capacidad que 



no la tiene cualquier órgano, como es la capacidad de administrar justicia ya que la 

función de administrar justicia se desarrolla por imperio del estado y de acuerdo a los 

mandatos constitucionales y legales.  

 

PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA.- Las juezas y jueces solo están sometidos en el ejercicio 

de la potestad jurisdiccional a la Constitución, a los instrumentos internacionales de 

derechos humanos y a la ley. Al ejercerla, son independientes incluso frente a los demás 

órganos de la Función Judicial. Ninguna Función, órgano o autoridad del Estado podrá 

interferir en el ejercicio de los deberes y atribuciones de la Función Judicial. Toda violación 

a este principio conllevará responsabilidad administrativa, civil y/o penal, de acuerdo con 

la ley. <<Según Devis ECHANDIA, dice: “Para que se pueda obtener el fin de una recta 

aplicación de la justicia, es indispensable que los funcionarios encargados de tan delicada 

y alta misión puedan obrar libremente en cuanto a la apreciación del derecho y de la 

equidad, sin más obstáculos que las reglas que la ley les fije en cuanto a la forma de 

adelantar el proceso y de proferir su decisión. Este principio rechaza toda coacción ajena 

en el desempeño de sus funciones. El juez debe sentirse soberano en la recta aplicación de 

la justicia, conforme a la ley. Por eso, nada más oprobioso que la existencia de jueces 

políticos, de funcionarios al servicio de los gobernantes o de los partidos”>>. Un Estado en 

donde los Jueces sufran la coacción de gobernantes o legisladores, deja de ser un Estado de 

derecho. También requiere este principio que las personas encargadas de administrar 

justicia sean funcionarios oficiales con sueldos pagados por el Estado.  

 

PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD.- La actuación de las juezas y jueces de la Función Judicial 

será imparcial, respetando la igualdad ante la ley. En todos los procesos a su cargo, las 

juezas y jueces deberán resolver siempre las pretensiones y excepciones que hayan 

deducido los litigantes, sobre la única base de la Constitución, los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el 

Estado, la ley y los elementos probatorios aportados por las partes. Con la finalidad de 

preservar el derecho a la defensa y a la réplica, no se permitirá la realización de audiencias 

o reuniones privadas o fuera de las etapas procesales correspondientes, entre la jueza o el 

juez y las partes o sus defensores, salvo que se notifique a la otra parte de conformidad 

con lo dispuesto en el numeral 14 del artículo 103 de esta ley. <<Según Devis ECHANDIA, 

dice: “La imparcialidad es una de las razones que exigen la independencia del órgano 



judicial en el sentido expuesto. Pero con ella se contempla, además, la ausencia de todo 

interés en su decisión, distinto del de la recta aplicación de la justicia. Al juez le está vedado 

conocer y resolver asuntos en que sus intereses personales se hallen en conflicto con su 

obligación de aplicar rigurosamente el derecho. No se puede ser juez y parte a un mismo 

tiempo. De ahí las causales de impedimento de recusación que en todos los códigos de 

procedimiento se han establecido”>>  

 

PRINCIPIOS DE UNIDAD JURISDICCIONAL Y GRADUALIDAD.- De conformidad con el 

principio de unidad jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del Estado 

podrá desempeñar funciones de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio de las 

potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución. La administración de justicia 

ordinaria se desarrolla por instancias o grados. La casación y la revisión no constituyen 

instancia ni grado de los procesos, sino recursos extraordinarios de control de la legalidad y 

del error judicial en los fallos de instancia. <<Jorge Zavala Egas, dice, “El principio de unidad 

jurisdiccional requiere que cualesquiera que sean las personas y el Derecho material 

aplicable, sean los Juzgados y Tribunales integrados en el Poder Judicial y provistos, por 

ende, de un mismo status quienes ejerzan la potestad jurisdiccional” PRINCIPIO DE 

GRADUALIDAD: Iván ESCOBAR: Es el referente a que los planes se deben ejecutar de una 

manera paulatina, es decir, conforme a un plan previamente trazado, y se aplica cuando 

dichos planes no puede ser ejecutados de una manera integral, debido a factores externos, 

como las limitaciones presupuestales, el deber de respetar tiempos legales, la concurrencia 

de legislaciones de diversos Estados, etc.> 

 

PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD.- La potestad jurisdiccional se ejercerá por las juezas y 

jueces en forma especializada, según las diferentes áreas de la competencia. Sin embargo, 

en lugares con escasa población de usuarios o en atención a la carga procesal, una jueza 

o juez podrá ejercer varias o la totalidad de las especializaciones de conformidad con las 

previsiones de este Código. Este principio no se contrapone al principio de seguridad 

jurídica contemplado en el artículo 25 ibídem. Las decisiones definitivas de las juezas y 

jueces deberán ser ejecutadas en la instancia determinada por la ley. <<Marco PERUSI, 

dice: El principio de Especialidad es cuando la norma especial contiene la materia de la 

norma general, más una nota o un elemento específico, es decir, la norma específica 

lógicamente predomina con relación a la norma general. En consecuencia en este principio 



existe una concurrencia aparente de normas sobre una materia, teniendo la norma 

especial, validez sobre la general. El principio de especialidad requiere: a) que la materia 

regulada sea la misma b) que la norma especial contenga además de todos los elementos 

de la norma general, otro particular Por lo que es el único criterio necesario y suficiente 

para dilucidar los problemas que se presentan respecto al concurso aparente de 

disposiciones coexistentes, anotando que el principio de especialidad constituye la llave 

maestra para resolver las incertidumbres que se presentan respecto al concurso aparente 

de leyes y, por ello, para la recta interpretación de numerosísimas normas penales.>>  

 

PRINCIPIO DE GRATUIDAD.- El acceso a la administración de justicia es gratuito. El 

régimen de costas procesales será regulado de conformidad con las previsiones de este 

Código y de las demás normas procesales aplicables a la materia. La jueza o juez deberá 

calificar si el ejercicio del derecho de acción o de contradicción ha sido abusivo, malicioso o 

temerario. Quien haya litigado en estas circunstancias, pagará las costas procesales en que 

se hubiere incurrido, sin que en este caso se admita exención alguna. Las costas procesales 

incluirán los honorarios de la defensa profesional de la parte afectada por esta conducta. 

Quien litigue de forma abusiva, maliciosa o temeraria será condenado, además, a pagar 

al Estado los gastos en que hubiere incurrido por esta causa. Estas disposiciones no serán 

aplicables a los servicios de índole administrativa que preste la Función Judicial, ni a los 

servicios notariales. <<Según, Ernesto CAMPOS, dice: “El principio de gratuidad apunta, 

pues, a hacer efectivo el derecho constitucional fundamental a la igualdad. Por el 

contrario, si bien toda persona tiene el derecho de acceder sin costo alguno ante la 

administración de justicia, no sucede lo mismo con los gastos necesarios para obtener la 

declaración de un derecho”. Este principio da a entender que, no importa si eres rico o 

pobre, de cualquier tipo de raza... cuando alguien comete delito ya sea en materia penal 

o cualquiera, a ti y a cualquier otra persona nuestra constitución, a través de los tribunales 

en el que se actúe debe impartir justicia sin cobrar o pedir algo pecuniario a cambio. >> 

 

PRINCIPIO DE PUBLICIDAD.- Las actuaciones o diligencias judiciales serán públicas, salvo 

los casos en que la ley prescriba que sean reservadas. De acuerdo a las circunstancias de 

cada causa, los miembros de los tribunales colegiados podrán decidir que las deliberaciones 

para la adopción de resoluciones se lleven a cabo privadamente. No podrán realizase 

grabaciones en video de las actuaciones judiciales. Se prohíbe a las juezas y a los jueces dar 



trámite a informaciones sumarias o diligencias previas que atenten a la honra y dignidad 

de las personas o a su intimidad. <<Rivera (2009), explica que la publicidad en el sentido 

procesal es hacer público (acceso y lugar) los actos del proceso. La publicidad en el proceso 

otorga la posibilidad a las partes y terceros a que puedan tener acceso al desarrollo del 

litigio, logrando con su presencia una suerte de control hacia la responsabilidad profesional 

de jueces En esta acepción la publicidad del proceso puede existir o bien respecto de las 

partes o en relación con terceros. Respecto a las partes, consiste en que los actos a través 

de los cuales se desenvuelve la relación procesal, deben necesariamente ser visibles para 

todos los sujetos de ella. “Toda persona tiene derecho a ser notificada de los cargos por los 

cuales se le investiga; de acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de los medios 

adecuados para ejercer su defensa”. Pero, también, se extiende su significado al derecho 

que tienen las partes a conocer y hacer observaciones a aquellas pruebas que el juez 

considere necesario evacuar bajo la figura de “complemento de pruebas” o “autos para 

mejor proveer”, se establece la obligación de fijar mediante auto la orden de tales 

diligencias, y al examen y valoración que realice el juez para dictar sentencia. Revela que 

todas las partes o sujetos de la relación procesal constituida tienen derecho a conocer las 

pruebas, a intervenir en su práctica, a contradecirlas y a presentar ante el juez sus 

opiniones acerca de su valor.>> 

 

PRINCIPIO DE AUTONOMÍA ECONÓMICA, FINANCIERA Y ADMINISTRATIVA.- La 

Función Judicial goza de autonomía económica, financiera y administrativa. 

Administrativamente se rige por su propia ley, reglamentos y resoluciones, bajo los criterios 

de descentralización y desconcentración. El Estado tendrá la obligación de entregar los 

recursos suficientes para satisfacer las necesidades del servicio judicial que garantice la 

seguridad jurídica. El incumplimiento de esta disposición será considerado como 

obstrucción a la administración de justicia. <<AUTONOMIA ADMINISTRATIVA: Se refiere a 

la capacidad que tiene cualquier institución para gestionar y resolver los asuntos propios 

de su competencia y organización interna, sin la intervención de otras instituciones o 

intervención de autoridades, contando con facultadas normativas para regular esos 

temas. El ente descentralizado tiene la facultad de actuar por si mismo y administrarse a 

si mismo. Esta potestad es aún mayor en el caso de órganos definidos por la propia 

constitución como independientes a los demás poderes y entidades. Esto último es lo que 

sucede con las instituciones que gozan de la llamada “autonomía constitucional” 



AUTONOMIA ECONOMICA Y FINANCIERA: Se refiere a la capacidad que tiene toda 

institución de contar con los recursos propios necesarios para cumplir con las funciones que 

la ley le impone. También se puede entender como la obtención o asignación de un fondo 

de financiamiento operacional que una entidad puede manejar libremente a través de su 

autoridad correspondiente. El precepto constitucional de la autarquía financiera se 

complementa con la ley al consignarse una propia jurisdiccional presupuestaria. El otorgar 

a una determinada institución autonomía financiera y autonomía funcional o 

administrativa es una forma de estructurar su competencia de decisión ya que se refieren 

a la extensión o al grado de poder de decisión y actuación por si mismo que posee un ente 

administrativo. En el derecho administrativo, la autonomía funcional o administrativa y 

la autonomía financiera tienen un significado claro indicando la competencia 

descentralizada del organismo, lo cual se refiere a un nuevo ente separado de la 

administración central, dotado de su personalidad jurídica propia y constituida por 

órganos propios que expresan su voluntad. La desconcentración es también llamada en la 

doctrina, “descentralización burocrática” lo que significa que no es una verdadera 

descentralización sino una descentralización de oficinas>>.  

 

PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD.- La Administración de Justicia es un servicio público 

que debe ser prestado de conformidad con los principios establecidos en la Constitución y 

la ley. En consecuencia, el Estado será responsable en los casos de error judicial, detención 

arbitraria, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del 

derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del 

debido proceso. Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, en virtud 

del recurso de revisión, el Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como 

resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o 

servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos en la forma 

señalada en este Código. Todas las servidoras y servidores de la Función Judicial, cualquiera 

sea su denominación, función, labor o grado, así como los otros operadores de justicia, 

aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos a su cargo. Serán 

administrativa, civil y penalmente responsables por sus acciones u omisiones en el 

desempeño de sus funciones, según los casos prescritos en la Constitución, las leyes y los 

reglamentos. Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes 

por retardo injustificado, negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley, 



de conformidad con las previsiones de la Constitución y la ley. << Se distingue en Derecho 

Público, el derecho que pueden tener los particulares por daños y perjuicios que le hayan 

sido causados por la responsabilidad del Estado, es decir, por la actuación ilegítima del 

Estado, de la Administración, de aquella otra que es debida por el Estado al titular de 

ciertos derechos que ceden ante el ejercicio legítimo de una potestad administrativa.  

 

PRINCIPIO DE DEDICACIÓN EXCLUSIVA.- El ejercicio de cualquier servicio permanente o 

de período en la Función Judicial, remunerado presupuestariamente o por derechos fijados 

por las leyes, es incompatible con el desempeño libre de la profesión de abogado o de otro 

cargo público o privado, con excepción de la docencia universitaria, que la podrán ejercer 

únicamente fuera de horario de trabajo. Las labores de dirección o administración en las 

universidades y otros centros de docencia superior está prohibida por no constituir ejercicio 

de la docencia universitaria. Tampoco se podrá desempeñar varios cargos titulares en la 

Función Judicial. Todo encargo será temporal, salvo los casos determinados por la 

Constitución y la ley. Las juezas y jueces no podrán ejercer funciones de dirección en los 

partidos y movimientos políticos, ni participar como candidatos en procesos de elección 

popular, salvo que hayan renunciado a sus funciones seis meses antes de la fecha señalada 

para la elección; ni realizar actividades de proselitismo político o religioso. <<El régimen de 

dedicación exclusiva significa que, en principio, el cargo corporativo que tenga atribuido 

tal régimen, no puede ejercer ninguna otra actividad pública o privada, ni percibir otras 

retribuciones con cargo a presupuestos públicos.  

 

PRINCIPIO DE SERVICIO A LA COMUNIDAD.- La administración de justicia por la Función 

Judicial es un servicio público, básico y fundamental del Estado, por el cual coadyuva a 

que se cumpla el deber de respetar y hacer respetar los derechos garantizados por la 

Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos vigentes y las leyes. El 

arbitraje, la mediación y otros medios alternativos de solución de conflictos establecidos 

por la ley, constituyen una forma de este servicio público, al igual que las funciones de 

justicia que en los pueblos indígenas ejercen sus autoridades. En los casos de violencia 

intrafamiliar, por su naturaleza, no se aplicará la mediación y arbitraje. <<Es un servicio 

que los jueces otorgan a los ciudadanos, a las personas naturales o jurídicas para el pleno 

desenvolvimiento, desarrollo y eficacia de sus derechos, en relación a eso los jueces tienen 



el deber y potestad de administrar lo justo para todas las personas que habitan en su 

circunscripción donde les ha sido otorgada la jurisdicción y competencia>>.  

 

SISTEMA MEDIO DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.- El sistema procesal es un medio 

para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de 

simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, oralidad, dispositivo, celeridad y 

economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la 

justicia por la sola omisión de formalidades. <<LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA COMO 

EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL. En una primera acepción, se entiende por 

administración de Justicia la “acción o resultado de administrar Justicia”. Nos encontramos, 

por tanto, ante un sinónimo de ejercicio de la jurisdicción, o de función jurisdiccional. Este 

sentido es el utilizado por los tratados de Derecho para definir (y distinguir) a la jurisdicción 

del resto de las funciones jurídicas del Estado (la legislación y la administración) o, si 

utilizamos la ordenación clásica de los poderes del Estado (de Montesquieu hasta el 

presente), su triple división en poder legislativo, poder ejecutivo y poder judicial (ESTADO 

DE DERECHO). Según esta perspectiva, mientras que el legislativo se residencia en el 

Parlamento y el ejecutivo en el Gobierno de la Nación (o, en sistemas de poder 

descentralizado, en los gobiernos regionales, federales y locales), el poder judicial 

corresponde a los juzgados y tribunales cuando administran Justicia, es decir, cuando dicen 

o hacen el Derecho en el caso concreto o, si se prefiere, cuando ejercen su función 

constitucional de tutela y realización del Derecho objetivo en casos concretos. De acuerdo 

con la conformación actual de la función de jueces y magistrados, “administrar justicia”, 

esa suprema contribución a la consecución de la paz social en supuestos concretos de 

controversia jurídica entre partes, exige, en un Estado de Derecho, tener a la ley como 

pauta esencial a la que aquellos están constitucionalmente sometidos: de hecho, la 

sumisión del juez a la ley y al Derecho es entendida como garantía esencial de éste frente 

a ataques a su independencia provenientes de terceros, pero también debe ser garantía 

ciudadana frente a la extralimitación de los jueces y magistrados, con el fin de evitar que 

sus decisiones se produzcan al margen de la ley o en virtud de criterios que, por legítimos 

que se quieran entender, rebasan las fronteras legales. La administración de justicia es, de 

este modo y como ya hemos puesto de manifiesto (González García, 2008), una de las 

diferentes acepciones de la palabra jurisdicción —es decir, etimológicamente, de la 

jurisdictio o dicción del Derecho—, y consiste así en una función pública derivada de la 



soberanía del Estado que se atribuye a los jueces y magistrados, en solitario o 

colegiadamente integrados en Secciones o en las Salas de Justicia de los Tribunales. Sin 

embargo, esa función soberana requiere de la confluencia de muy diversos factores para 

que pueda ser ejercida. En primer lugar, precisa de la existencia de procesos regulados en 

la ley, que no son sino modelos de comportamiento para aportar al juez las pretensiones 

y los hechos en que se basa, de suerte que pueda aplicar el Derecho sobre una realidad 

que, por no ser parte del pequeño trozo de historia sometido a su consideración, no conocía 

previamente. En segundo lugar, de la puesta a su disposición de unos medios materiales 

de los que pueda valerse para desarrollar su trabajo, en un sentido lato (desde la existencia 

de una sede física, hasta la puesta a disposición de los materiales propios de la labor del 

jurista). En tercer lugar, de la existencia de medios personales o humanos que auxilien al 

juez en el perfecto desempeño de sus quehaceres: esa es la razón por la cual los órganos 

jurisdiccionales cuentan con una serie de profesionales que, en la medida establecida en la 

ley, coadyuvan a la decisión judicial, desde el secretario de la corte, hasta el personal 

administrativo subalterno. Todo ello conforma un marco complejo de elementos y 

relaciones jurídicas, tributarios todos ellos del acto final del juez, es decir, del acto de 

administración de justicia o, si se prefiere, de ejercicio de la función jurisdiccional.  

 

PRINCIPIOS DISPOSITIVO, DE INMEDIACIÓN Y CONCENTRACIÓN.- Todo proceso 

judicial se promueve por iniciativa de parte legitimada. Las juezas y jueces resolverán de 

conformidad con lo fijado por las partes como objeto del proceso y en mérito de las pruebas 

pedidas, ordenadas y actuadas de conformidad con la ley. Sin embargo, en los procesos 

que versen sobre garantías jurisdiccionales, en caso de constatarse la vulneración de 

derechos que no fuera expresamente invocada por los afectados, las juezas y jueces podrán 

pronunciarse sobre tal cuestión en la resolución que expidieren, sin que pueda acusarse al 

fallo de incongruencia por este motivo. Los procesos se sustanciarán con la intervención 

directa de las juezas y jueces que conozcan de la causa. Se propenderá a reunir la actividad 

procesal en la menor cantidad posible de actos, para lograr la concentración que 

contribuya a la celeridad del proceso. << PRINCIPIO DISPOSITIVO: Devis ECHANDIA: el 

principio dispositivo tiene dos aspectos: 1. Por el primero significa que corresponde a las 

partes iniciar el proceso formulando la demanda y en ella sus peticiones y desistir de ella; 

2. Por el segundo, que corresponde a las partes solicitar las pruebas, sin que el juez pueda 

ordenarlas de oficio. Tomando en ambos aspectos significa que corresponde a las partes la 



iniciativa en general. PRINCIPIO DE INMEDIACION: Según Jorge ZABALA BAQUERIZO 

dice: “El principio de inmediación se anuncia diciendo que el titular del órgano 

jurisdiccional penal no solo debe dirigir personalmente la práctica de un acto procesal de 

prueba para valorarla en el momento oportuno sino que, además, debe tomar contacto 

directo con las partes procesales y con los terceros que intervinieron en una u otra forma 

durante el desarrollo del proceso. PRINCIPIO DE CONCENTRACION: Según Jorge ZABALA 

BAQUERIZO dice: “se dispone que en pocos actos procesales se deben reunir la mayor 

cantidad de elementos facticos y procesales. Como corolario de este principio se encuentra 

el de eventualidad como lo llama Carli, por el cual, en un solo acto procesal se deben 

concentrar el mayor número de peticiones. En esta forma el proceso penal en su desarrollo 

no pierde energía y en él se fundamenta aquella repetida frase de la economía procesal”  

 

PRINCIPIO DE CELERIDAD.- La Administración de Justicia será rápido y oportuno, tanto 

en la tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido. Por lo 

tanto, en todas las materias, una vez iniciado un proceso, las juezas y jueces están obligados 

a proseguir el trámite dentro de los términos legales, sin esperar petición de parte, salvo 

los casos en que la ley disponga lo contrario. El retardo injustificado en la administración 

de justicia, imputable a las juezas, jueces y demás servidoras y servidores de la Función 

Judicial y auxiliares de la justicia, será sancionado de conformidad con la ley. <<ZABALA 

BAQUERIZO dice: “el principio que establece la necesidad de que los procesos penales de 

desarrollen en un tiempo prudencial para evitar la viciosa costumbre de eternizar la 

sustanciación de dichos procesos con grave detrimento de la justicia que se transforma en 

injusticia para ofendidos y ofensores cuando se dilata”>>. El principio de celeridad se inspira 

en el hecho de que la justicia debe ser administrada de manera pronta de tal forma que 

el acceso a la tutela jurídica y el ejercicio del derecho de defensa no se limite al solo hecho 

de recurrir al órgano jurisdiccional respectivo y luego esperar un largo, muy largo tiempo, 

para que se resuelva el asunto que motivo la actividad judicial, sino que la resolución 

definitiva debe llegar pronta y ágil para que el ciudadano se sienta confiado en que el 

Estado está velando de manera efectiva por sus bienes e intereses  

 

PRINCIPIO DE PROBIDAD.- La Función Judicial tiene la misión sustancial de conservar y 

recuperar la paz social; garantizar la ética laica y social como sustento del quehacer 

público y el ordenamiento jurídico; y, lograr la plena eficacia y acatamiento del 



ordenamiento jurídico vigente. Toda servidora y servidor de la Función Judicial en el 

desempeño de sus funciones observará una conducta diligente, recta, honrada e imparcial. 

<<Este principio se encuentra relacionado con el Art. 1 del capítulo I postulados del Código 

de Ética Profesional en el cual ya sea el Juez o el abogado debe actuar con rectitud, 

honradez e integridad de pensamiento y acción para así acabar con contra los abusos y la 

corrupción en el ejercicio profesional>>.  

 

PRINCIPIO DE ACCESO A LA JUSTICIA.- Los operadores de justicia son responsables de 

cumplir con la obligación estatal de garantizar el acceso de las personas y colectividades a 

la justicia. En consecuencia, el Consejo de la Judicatura, en coordinación con los organismos 

de la Función Judicial, establecerá las medidas para superar las barreras estructurales de 

índole jurídica, económica, social, generacional, de género, cultural, geográfica, o de 

cualquier naturaleza que sea discriminatoria e impida la igualdad de acceso y de 

oportunidades de defensa en el proceso. <<Es una realidad palpable el aumento del 

número de procesos judiciales en casi todos los países. Esto tiene diversas causas; 

empíricamente podemos señalar el crecimiento de la población, las crisis económicas, la 

complejidad cada vez mayor de la vida social, etc. La crisis por la que atraviesa el sistema 

estatal de la administración de justicia son datos objetivos de la realidad, de los que no 

conviene apartarse si se pretende enfocar la problemática con seriedad y sentido de 

perdurabilidad. Los tiempos para eufemismos se han agotado; es necesario encarar el 

tema en toda su crudeza. El sistema que el Estado provee para dirimir los conflictos está 

en un estado de virtual paralización, producto de la morosidad en la resolución de las 

causas. Es preciso señalar en relación a los efectos de la dilación que, cuando el orden 

jurídico se altera, es preciso restablecerlo inmediatamente. La demora excesiva hace 

ilusoria la protección jurisdiccional, y por ende el acceso a la justicia. Debemos entonces, 

comenzar definiendo al acceso a la justicia como "un acceso de todos a los beneficios de la 

justicia y del asesoramiento legal y judicial, en forma adecuada a la importancia de cada 

tema o asunto, sin costos o con costos accesible, por parte de todas las personas físicas o 

jurídicas, sin discriminación alguna por sexo, raza o religión.  

 

PRINCIPIO DE TUTELA JUDICIAL EFECTIVA DE LOS DERECHOS.- La Función Judicial, por 

intermedio de las juezas y jueces, tiene el deber fundamental de garantizar la tutela 

judicial efectiva de los derechos declarados en la Constitución y en los instrumentos 



internacionales de derechos humanos o establecidos en las leyes, cuando sean reclamados 

por sus titulares o quienes invoquen esa calidad, cualquiera sea la materia, el derecho o la 

garantía exigido. Deberán resolver siempre las pretensiones y excepciones que hayan 

deducido los litigantes sobre la única base de la Constitución, los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el 

Estado, la ley, y los méritos del proceso. La desestimación por vicios de forma únicamente 

podrá producirse cuando los mismos hayan ocasionado nulidad insanable o provocando 

indefensión en el proceso. Para garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos, y 

evitar que las reclamaciones queden sin decisión sobre lo principal, por el reiterado 

pronunciamiento de la falta de competencia de las juezas y jueces que previnieron en el 

conocimiento en la situación permitida por la ley, las juezas y jueces están obligados a 

dictar fallo sin que les sea permitido excusarse o inhibirse por no corresponderles. <<El 

término “tutela judicial efectiva” plantea uno de los conceptos de mayor dificultad en su 

definición. Sea porque puede ser observado desde una vertiente estrictamente procesal; 

bien como un derecho de naturaleza compleja que se desarrolla, a su vez, en varias 

vertientes –tal como lo ha señalado por ejemplo el Tribunal Constitucional español-, o 

porque se lo considere como un derecho fundamental –y por consiguiente, con su propia 

jerarquía, lo que impone una consideración distinta de la mera óptica de componente” 

del debido proceso-, se está ante un desafío. Cuando el Estado, a través del poder 

jurisdiccional, asume para sí y en exclusiva la potestad de resolver los conflictos de 

relevancia jurídica, de imponer sanciones y ejecutar las resoluciones que de dicho poder 

provengan, asume al mismo tiempo un deber de carácter prestacional. Por tanto, su 

organización debe prever mecanismos que sean adecuados y otorgar al tutela que las 

personas requieren para solucionar sus controversias. Este derecho a la jurisdicción, que 

constituye un auténtico derecho subjetivo de los ciudadanos, impone que el poder público 

se organice “de tal modo que los imperativos de la justicia queden mínimamente 

garantizados”. La organización de la administración de justicia juega entonces un rol 

decisivo en la estabilidad social del Estado y su sistema político.  

 

PRINCIPIO DE INTERCULTURALIDAD.- En toda actividad de la Función Judicial, las 

servidoras y servidores de justicia deberán considerar elementos de la diversidad cultural 

relacionados con las costumbres, prácticas, normas y procedimientos de las personas, 

grupos o colectividades que estén bajo su conocimiento. En estos casos la servidora y el 



servidor de justicia buscarán el verdadero sentido de las normas aplicadas de conformidad 

a la cultura propia del participante. <<La interculturalidad se refiere a la acción que se 

ejerce recíprocamente entre dos o más agentes, interacción entre culturas, de una forma 

respetuosa, horizontal y sinérgica, donde se concibe que ningún grupo cultural está por 

encima del otro, favoreciendo en todo momento la integración y convivencia de ambas 

partes. En las relaciones interculturales se establece una relación basada en el respeto a la 

diversidad y el enriquecimiento mutuo, sin embargo no es proceso exento de conflictos, 

estos se resuelven mediante el respeto, el dialogo, la escucha mutua, la concertación y la 

sinergia. Según la FENOCIN, Confederación Nacional de organizaciones Campesinas, 

Indígenas y negras, “la interculturalidad va mucho más allá de la coexistencia o el dialogo 

de culturas, es una relación sostenida entre ellas. Es una búsqueda expresa de superación 

de prejuicios, del racismo, de las desigualdades y las asimetrías que caracterizan al país, 

bajo condiciones de respeto, igualdad y desarrollo de espacios comunes”  

 

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.- Las juezas y jueces tienen la obligación de velar 

por la constante, uniforme y fiel aplicación de la Constitución, los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el 

Estado y las leyes y demás normas jurídicas. <<Jorge Miles dice “La seguridad jurídica es la 

situación peculiar del individuo como sujeto activo y pasivo de relaciones sociales, cuando 

tales relaciones se hayan previstas por un estatuto objetivo, conocido y generalmente 

observado”. El tratadista Antonio Fernández Galiano, en su Introducción a la Filosofía del 

Derecho, expresa a este respecto “Específicamente, la seguridad jurídica se refiere a las 

situaciones completas de los particulares dentro del orden del derecho. Este debe 

proporcionar seguridad al individuo en el sentido de que en todo momento sepa con 

entera claridad hasta donde llega su esfera de actuación jurídica y donde empieza la de 

los demás, que conozca con plena certeza a lo que le compromete una declaración de 

voluntad, y en general, las consecuencias de cualquier acto que él o los otros realicen en la 

órbita del derecho; que pueda prever con absoluta certidumbre los resultados de la 

aplicación de una norma, en fin, que en todo instante pueda contemplar deslindados con 

perfecta nitidez, los derechos propios y los ajenos. Por supuesto que lo descrito es un ideal 

utópico para cuya efectividad se requeriría un ordenamiento de una perfección técnica 

incompatible con la falibilidad de toda obra humana: es evidente que en todo derecho 

existen imperfecciones, imprevisiones del legislador, lagunas y contradicciones, pero 



también hay normas que no realizan con plenitud los debidos ideales de justicia y no por 

eso deben condenarse el ordenamiento en su conjunto como incapaz de realizar aquel 

valor. Lo que interesa es que el derecho, aparte de sus inevitables fallos, tienda a la 

creación de una seguridad para el particular que se acoja a sus normas, de manera que 

nunca pueda ser sorprendido por un resultado imprevisible con arreglo al propio 

ordenamiento. La finalidad del derecho tiene que ser la supresión de toda situación dudosa 

o imprecisa y su sustitución por situaciones netas y definidas. A procurarlas en casos 

concretos irán dirigidas normas determinadas, pero la finalidad de creación de seguridad 

jurídica para el particular está representada por una porción de principios de carácter 

general existentes en todos los ordenamientos: tales son, entre otros, el de inexcusabilidad 

del cumplimiento de la Ley, independiente de su conocimiento y el de la fuerza de la cosa 

juzgada, el de la protección posesoria y el que inspira a la institución de la usucapión”.  

 

PRINCIPIO DE BUENA FE Y LEALTAD PROCESAL.- En los procesos judiciales las juezas y 

jueces exigirán a las partes y a sus abogadas o abogados que observen una conducta de 

respeto recíproco e intervención ética, teniendo el deber de actuar con buena fe y lealtad. 

Se sancionará especialmente la prueba deformada, todo modo de abuso del derecho, el 

empleo de artimañas y procedimientos de mala fe para retardar indebidamente el 

progreso de la litis. La parte procesal y su defensora o defensor que indujeren a engaño al 

juzgador serán sancionados de conformidad con la ley. << Estrechamente vinculado con la 

idea moral en el derecho, nos encontramos con el principio de la buena fe. Aunque no 

enunciado de una manera general por la ley, tiene tantas aplicaciones en el derecho 

positivo que sin duda alguna, lo convierten en un principio general del derecho de la 

mayor importancia. Como dice ÍEZ PICAZO, el ordenamiento jurídico exige este 

comportamiento de buena fe no sólo en lo que tiene de limitación o veto a una conducta 

deshonesta (v.gr., no engañar, no defraudar, etc.), sino también en lo que tiene de 

exigencia positiva prestando al prójimo todo aquello que exige una fraterna convivencia 

(v.gr., deberes de diligencia, de esmero, de cooperación, etc.). La buena fe del agente 

puede atribuir al acto efectos que éste no tendría en otro caso y, viceversa, la mala fe 

quita al acto efectos que tendría de no ser así; el mismo acontecimiento produce efectos 

diversos según el agente tenga buena o mala fe. El principio de la buena fe impone a las 

personas el deber de obrar correctamente, como lo haría una persona honorable y 



diligente. La ley lo toma en cuenta para proteger la honestidad en la circulación de los 

bienes.  

 

PRINCIPIO DE LA VERDAD PROCESAL.- Las juezas y jueces, resolverán únicamente 

atendiendo a los elementos aportados por las partes. No se exigirá prueba de los hechos 

públicos y notorios, debiendo la jueza o juez declararlos en el proceso cuando los tome en 

cuenta para fundamentar su resolución. <<La verdad procesal es la verdad que se 

desprende de las actuaciones en autos. Esta verdad idealmente debe coincidir con la 

realidad, sin embargo recibe ese nombre dada la dificultad de que se encuentre la verdad 

material en todos los casos ya que el juez debe decidir de acuerdo a las pruebas que se le 

presenten. Por tanto en un afán de honestidad se le llama verdad procesal a la verdad 

que se toma en cuenta para la sentencia, y la que una vez que queda firme la misma 

(una vez que no se puede apelar, o recurrir de forma alguna) se considera realidad para 

todos los efectos legales.  

 

PRINCIPIO DE LA OBLIGATORIEDAD DE ADMINISTRAR JUSTICIA.- Las juezas y jueces, 

en el ejercicio de sus funciones, se limitarán a juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado, con 

arreglo a la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes 

de la República. No podrán excusarse de ejercer su autoridad o de fallar en los asuntos de 

su competencia por falta de norma u oscuridad de las mismas, y deberán hacerlo con 

arreglo al ordenamiento jurídico, de acuerdo a la materia. Los principios generales del 

derecho, así como la doctrina y la jurisprudencia, servirán para interpretar, integrar y 

delimitar el campo de aplicación del ordenamiento legal, así como también para suplir la 

ausencia o insuficiencia de las disposiciones que regulan una materia. <<Siendo el Ecuador 

un Estado de derechos y justicia, éste garantiza sin discriminación alguna el efectivo goce 

de los derechos establecidos en la Constitución, en los instrumentos internacionales y en las 

leyes ecuatorianas; de ahí que, nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en 

ninguna etapa o grado del procedimiento como nos explica nuestra Carta Fundamental, 

así como el Pacto de San José de Costa Rica o Convención Americana de Derechos 

Humanos del cual nuestro país es signatario, cuyas normas por contener derechos más 

favorables a los constantes en nuestra Constitución, prevalecen sobre cualquier norma 

jurídica. En materia penal no existe ningún justificativo para violar el derecho a la defensa; 

es decir que el sospechoso o el procesado deben ser notificados o citados desde el mismo 



momento de dictarse una indagación previa o una instrucción fiscal para los efectos de 

intervenir en las diligencias probatorias y aportar pruebas de descargo, de no hacerlo, y 

sin considerar la gravedad del delito, todos los elementos de convicción o pruebas recogidos 

en estas etapas, carecerán de eficacia probatoria y no tendrán valor alguno. El Código 

Orgánico de la Función Judicial que es nuevo en el Ecuador, así como las reformas al 

Código Adjetivo Penal, como las normas contenidas en la Constitución, consagran 

principios de la obligatoriedad de administrar justicia con sujeción a lo constante en sus 

normas, y lo que es más a que el juez debe atenerse, estrictamente a la letra de la ley; 

haciendo constar también que el Estado será responsable por detención arbitraria, error 

judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del 

derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del 

debido proceso; entonces diremos que ser operador de justicia en este tiempo resulta un 

peligro por las sumas millonarias que pueden pagar por un mal ejercicio de administrar 

justicia. Por supuesto que el desarrollo de un buen proceso no es cuestión solo de los Fiscales 

y Jueces, sino también de los demás operadores de justicia y fundamentalmente de sus 

patrocinadores, que deben con lealtad litigar, caso contrario, también responderán; 

entonces revisemos los procesos con dedicación, disciplina y mucha sabiduría.  

 

INTERPRETACIÓN DE NORMAS PROCESALES.- Al interpretar la ley procesal, la jueza o 

juez deberá tener en cuenta que el objetivo de los procedimientos es la efectividad de los 

derechos reconocidos por la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos 

humanos y la ley sustantiva o material. Las dudas que surjan en la interpretación de las 

normas procesales, deberán aclararse mediante la aplicación de los principios generales 

del derecho procesal, de manera que se cumplan las garantías constitucionales del debido 

proceso, se respete el derecho de defensa y se mantenga la igualdad de las partes. 

Cualquier vacío en las disposiciones de las leyes procesales, se llenará con las normas que 

regulen casos análogos, y a falta de éstas, con los principios constitucionales y generales del 

derecho procesal. <<La Teoría de la Interpretación de la Ley (Hermeneútica Jurídica) es la 

teoría de la determinación del contenido de la ley. El objeto de la interpretación es la "Iex 

scripta', las palabras dictadas por el legislador. La finalidad de la interpretación es 

científica: hacer entender la ley, no crearla. La interpretación es la indagación del 

verdadero sentido y alcance de la norma jurídica en relación con el caso que por ella ha 

de ser reglado. Se trata de saber como, aplicando una norma general a un hecho concreto, 



el órgano judicial obtiene la norma individual que le incumbe establecer. Clases De 

Interpretación El juez debe evitar la interpretación teleológica y la analogía; antes debe ir 

a los Principios constitucionales, luego a los principios del proceso, y si aun existe duda 

acerca de cómo se va sentenciar, recién debe interpretar la ley y solamente llegando a la 

interpretación analógica. Pero - como se dijo - evitando la analogía y la interpretación 

teleológica. La interpretación se clasifica: Por los sujetos se divide en: legislativo, judicial, 

doctrinal. Por los medios se divide en: gramatical, lógica, teleológica. Por el método 

científico se divide en: interpretación exegética, interpretación histórica, interpretación 

analógica. Y, por los resultados se divide en: interpretación extensiva, interpretación 

restrictiva. La interpretación teleológica consiste en investigar el fin practico de las normas 

particulares, independientemente de la intención del legislador cuando éste ha no 

regulado expresamente la relación procesal de las partes (el caso concreto), deduciendo 

este fin de las mismas normas, de la observación objetiva y positiva de los hechos, de la 

ponderación concreta de las exigencias reales y de las utilidades prácticas. Se combate a 

la interpretación teleológica porque su uso ofrece el peligro de la arbitrariedad. Se las 

utiliza en los países con gobiernos autoritarios y debe ser evitado por los jueces. La analogía 

es la aplicación a un caso no previsto en la ley, de una norma extraída de la misma ley o 

del ordenamiento jurídico. En la analogía el Juez crea Derecho porque constituye de 

derechos subjetivos dignos de tutela. El juez se convierte en legislador, crea Derecho, por 

eso se ha dicho, con razón, que la analogía no es una interpretación sino una integración 

de la ley que consiste en la creación y constitución de derechos subjetivos dignos de tutela 

o tipos penales no existentes en la ley, recurriendo los Principios generales del Derecho 

principios generales del derecho, la doctrina y a otras normas. La analogía es permitida en 

derecho procesal, pero no así en derecho penal porque destruye el Principio de Legalidad. 

Antes de utilizar la analogía se debe interpretar. La interpretación analógica consiste en 

extender una norma jurídica que regula un determinado hecho a otro semejante no 

previsto en ella. No es interpretación extensiva. En la interpretación extensiva el caso se 

encuentra en la ley, pero en forma obscura, en la interpretación analógica el caso concreto 

no está previsto ni descrito, sólo hay ejemplos. Así, el Art.- 291 del CP se debe interpretar 

analógicamente: "El que redujere a una persona a la esclavitud o estado análogo". La 

esclavitud está “ad exemplum”, puede ser también la servidumbre, que también será 

sancionada En suma, se distinguirá a la analogía, que es integración, de la interpretación 

analógica y de la interpretación extensiva, que son, obvio, interpretaciones. En la analogía 



el caso (derecho, pretensión o tipo) no está previsto ni en la letra ni en el espíritu de la ley, 

en la interpretación analógica tampoco esta previsto aunque si hay ejemplificación 

análoga enumerada, y por ultimo a diferencia de los anteriores, en la interpretación 

extensiva el caso si esta previsto, pero en forma oscura. La norma procesal debe 

interpretarse de la siguiente forma. Si la ley es insuficiente o hay ausencia de ley, el juez al 

fallar, debe interpretar. No debe ir directamente a utilizar la analogía. Antes debe 

interpretar. Y si aún existen dudas, debe fundar su sentencia en los Principios 

Constitucionales y en los Principios Del Derecho Procesal. Si la ley es obscura, el juez para 

fallar, debe interpretar extensivamente, y si aún existen dudas, debe fundar su sentencia 

en los Principios Constitucionales y en los Principios Del Derecho Procesal. El juez no debe 

basarse para fallar en los Principios Generales del Derecho ni en la Interpretación 

Teleológica. Los Principios Generales Del Derecho (o del Derecho Natural) son el conjunto 

de normas reguladoras de la conducta humana, justas, eternas e inmutables, que para 

unos emana de la voluntad divina y para otros surgen e la naturaleza de las cosas. Por 

ejemplo, "Dar a cada cual lo suyo". "A todo litigante, se lo considera rico mientras no pruebe 

lo contrario".  

 

PRINCIPIO DE COLABORACIÓN CON LA FUNCIÓN JUDICIAL.- Las Funciones Legislativa, 

Ejecutiva, Electoral y de Transparencia y Control Social, con sus organismos y 

dependencias, los gobiernos autónomos descentralizados y los regímenes especiales, y más 

instituciones del Estado, así como las funcionarias y funcionarios, empleadas y empleados 

y más servidoras y servidores que los integran, están obligados a colaborar con la Función 

Judicial y cumplir sus providencias. La Policía Nacional tiene como deber inmediato, 

auxiliar y ayudar a las juezas y jueces, y ejecutar pronto y eficazmente sus decisiones o 

resoluciones cuando así se lo requiera. Las juezas y jueces también tienen el deber de 

cooperar con los otros órganos de la Función Judicial, cuando están ejerciendo la facultad 

jurisdiccional, a fin de que se cumplan los principios que orientan la administración de 

justicia. Las instituciones del sector privado y toda persona tienen el deber legal de prestar 

auxilio a las juezas y jueces y cumplir sus mandatos dictados en la tramitación y resolución 

de los procesos. Las personas que, estando obligadas a dar su colaboración, auxilio y ayuda 

a los órganos de la Función Judicial, no lo hicieran sin justa causa, incurrirán en delito de 

desacato. <<Al respecto el Código Orgánico de la Función Judicial determina varios 

principios para la correcta sustanciación de los procesos judiciales, pero al parecer están 



quedando en teoría; tales como el Principio de Celeridad para una justicia sin dilaciones, 

o el Principio de Colaboración con la Función Judicial que tiene como fin el aunar esfuerzos 

entre todos los entes del Estado para cumplir ágilmente con la tramitación de las causas; 

pues, en la práctica, el retardo en la evacuación de las diligencias es cada día más 

constante, las causas continúan represándose sin despacho. Pero el objetivo de esta 

columna editorial jamás ha sido criticar el desempeño judicial, sino más bien, aportar 

soluciones que vayan en beneficio de la sociedad; razón por la cual se podría incorporar 

un mecanismo dependiente de la Judicatura con talento humano que coordine 

personalmente con los responsables de las causas en los Juzgados, con los responsables de 

la Fiscalía del Estado, con los entes auxiliares de la Judicatura tales como Peritos 

Especializados y particularmente coordinar con la Defensoría Pública y con los mismos 

Abogados Patrocinadores de los procesados o demandados; todo esto a fin de que las 

Audiencias y Diligencias Judiciales se lleven a efecto para evitar la dilación en el despacho 

de las causas. Recordemos que “La justicia es un hábito que inclina con constante y 

perpetua voluntad a dar a cada uno lo que es suyo.” “Los pueblos a quienes no se hace 

justicia se la toman por sí mismos más pronto o más tarde. Una justicia llevada demasiado 

lejos puede transformarse en injusticia.” François Marie Arouet Voltaire; Debiéndose tener 

en cuenta que UNA JUSTICIA QUE TARDA NO ES JUSTICIA.  

 

PRINCIPIO DE IMPUGNABILIDAD EN SEDE JUDICIAL DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS.- Las resoluciones dictadas dentro de un procedimiento por otras 

autoridades e instituciones del Estado, distintas de las expedidas por quienes ejercen 

jurisdicción, en que se reconozcan, declaren, establezcan, restrinjan o supriman derechos, 

no son decisiones jurisdiccionales; constituyen actos de la Administración Pública o 

Tributaria, impugnables en sede jurisdiccional. <<Cualquier persona lesionada en sus 

derechos por la Administración del Estado, dice el Art. 38 inc. 2 de la Constitución, podrá 

reclamar ante tribunales. En esa regulación básica de lo Contencioso Administrativo se 

encuentra probablemente la única referencia directa de la Constitución a la impugnación 

de actos administrativos. En el ámbito general del control de la administración, el principio 

de impugnación de los actos administrativos descansa en una garantía elemental de 

acceso al juez (lo cual también delinea el papel de la justicia en esta materia: los jueces 

están para intervenir ahí donde la administración lesione derechos de los particulares).  

 



Luego de haber analizado los principios constitucionales, establecidos en la normativa en 

estudio, se procede a analizar el Art. 168 numeral 6, de la Constitución de la República, en 

el que, dice: “La Administración de Justicia, en el cumplimiento de sus deberes y en el 

ejercicio de sus atribuciones, aplicará los siguientes principios: 6. La sustanciación de los 

procesos en todas las materias, instancias, etapas y diligencias se llevará a cabo mediante 

el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción y dispositivo”. 

 

PRINCIPIO DE CONCENTRACIÓN.- El principio de concentración hace que el juicio se 

desarrolle en el menor tiempo posible, limitando la interpretación de recursos para que los 

incidentes procesales y las cuestiones accesorias sean resueltos en la decisión final. Esto se 

logra con mayor amplitud en los juicios orales, ya que el juicio escrito es básicamente 

desconcentrado. Esto también ofrece en relación a los incidentes hace que impida su 

impugnación por cuerda separada y los recursos sean en efectos suspensivos. 

 

PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN.- Implica la necesidad de una dualidad de partes 

que sostienen posiciones jurídicas opuestas entre sí, de manera que el tribunal encargado 

de instruir el caso y dictar sentencia no ocupa ninguna postura en el litigio, limitándose a 

juzgar de manera imparcial acorde a las pretensiones y alegaciones de las partes. Según 

este principio, el proceso es una controversia entre dos partes contrapuestas: el 

demandante y el demandado. El juez, por su parte, es el árbitro imparcial que debe decidir 

en función de las alegaciones de cada una de las partes. Este principio suele aplicarse con 

mayor frecuencia en Derecho privado ya que en Derecho público dada la igualdad 

existente entre las partes, y la idea de no injerencia en asuntos privados. Sin embargo, en 

ordenamientos de Derecho anglosajón, es habitual que el principio funcione también para 

el ámbito de Derecho penal, siendo entonces el demandante la fiscalía. El juez, una vez 

más, sería una parte independiente del proceso. Por otro lado, el principio de contradicción 

exige que ambas partes puedan tener los mismos derechos de ser escuchados y de practicar 

pruebas, con la finalidad de que ninguna de las partes se encuentre indefensa frente a la 

otra. Requiere de una igualdad. El principio de contradicción, a) Garantiza que la 

producción de la prueba, sea bajo el control de los sujetos procesales; b) Garantiza que los 

sujetos procesales escuchen los argumentos de la contraria y puedan rebatirlos o 

aceptarlos; y, c) Garantiza que la información, al pasar por el filtro del contrario, asegure 



su verdadero valor de veracidad, otorgando confianza al juez, el momento de resolver su 

fallo.  

PRINCIPIO DISPOSITIVO. La actividad de las partes tanto el estímulo de la función 

judicial como la aportación de los materiales sobre los cuales ha de versar la decisión del 

juez. La vigencia de este principio se manifiesta en los siguientes aspectos: iniciativa, 

disponibilidad del derecho material, impulso procesal, aportación de los hechos y 

aportación de la prueba. 

 

CARACTERISTICAS:  

a) Iniciativa 

b) Impulso Procesal 

c) Tema de Decisión  

d)  Hechos  

e) Pruebas 

f) Disponibilidad del Derecho  

Formas extraordinarias  de conclusión del proceso  

1. Conciliación  

2. Transacción 

3. Retiro de la demanda  

4. Desistimiento  

5. Allanamiento 

6. Abandono  

g) Recursos  

h) Cosa Juzgada. 

 

 


